RESOLUCIÓN N.º 1185-2007/TC-S3

Sumilla: 
Para la configuración de los supuestos de hecho que contiene la infracción imputada se requiere previamente acreditar la falsedad del documento cuestionado, bien que éste no haya sido expedido por el órgano emisor correspondiente o bien que, siendo válidamente expedido, haya sido adulterado en su contenido.
Lima,  21 de agosto de 2007
Visto en sesión de fecha 16 de agosto de 2007 de la Tercera Sala del Tribunal de Contrataciones y Adquisiciones del Estado el Expediente N.° 1575.2005.TC, sobre el procedimiento de aplicación de sanción a la empresa SENAVISA S.A., por supuesta responsabilidad en la presentación de documentos falsos o inexactos durante el desarrollo del Concurso Público N.º 01-2005/GRP-PECHP-40600 convocado por el Gobierno Regional de Piura – Proyecto Especial Chira-Piura  para la contratación de los servicios de vigilancia y seguridad particular en las diferentes instalaciones del Proyecto Chira - Piura, y atendiendo a los siguientes:    
ANTECEDENTES:

1. El Gobierno Regional de Piura – Proyecto Especial Chira-Piura (en adelante la Entidad) convocó mediante el Sistema Electrónico de Adquisiciones y Contrataciones del Estado – SEACE, el Concurso Público Nº 01-2005/GRP-PECHP-40600 para la contratación de empresas de vigilancia y seguridad particular por valor referencial Quinientos Cuarenta y Cuatro Mil Quinientos Soles con 100/00 (S/. 544,000.500.00). 

2. El 13 de Mayo de 2005 se otorgó la Buena Pro al postor SERVIRED S.R.L., según el siguiente orden de prelación: 

	ORDEN DE MERITO
	        POSTOR

	1º lugar
	SERVIRED S.R.L.

	2º lugar
	      SENAVISA S.A.

	3º lugar
	      DEVICEM S.R.L.


3. El 20 de Mayo las empresas DEVICEM S.R.L. y SENAVISA S.A., interpusieron recurso de apelación contra el otorgamiento de la Buena Pro a la empresa SERVIRED S.R.L.

4. El 01 de Junio de 2005, con Resolución Gerencial Nº 039/ 2005-GRP-PECHP-406000 la Entidad declaró la nulidad de oficio del proceso de selección retrotrayéndose el proceso a la etapa de elaboración de las Bases, conforme a lo dispuesto en el artículo 57 del Texto Único de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado mediante Decreto Supremo Nº 083-2004-PCM (en adelante la Ley), por existir transgresiones a la normativa de contrataciones prevista en el inciso 1.b) del artículo 66 del Reglamento.

5. El 10 de Junio de  2005, SERVIRED S.R.L. interpuso recurso de revisión contra la Resolución Gerencial Nº 039/ 2005-GRP-PECHP-406000 por considerar que no puede retrotraerse el proceso a la elaboración de Bases, por cuanto al estar integradas no pueden ser cuestionadas en otra vía ni modificadas por autoridad administrativa alguna, bajo responsabilidad del Titular del Pliego o de la máxima Autoridad Administrativa de la Entidad.

6. Mediante Resolución N.º 710/2005. TC de fecha 22 de julio de 2005, el Tribunal  de Contrataciones dispuso declarar infundado el recurso de revisión interpuesto por SERVIRED S.R.L., y que se efectúe la fiscalización posterior respecto a la denuncia formulada por el postor  DEVICEM S.R.L.,  referente a las licencias de las armas de fuego del postor SENAVISA S.A., en adelante el Postor.

7. Con Oficio N.º 918/2005-GRP-PECHP-406000 de fecha 30 de setiembre de 2005, la Entidad adjuntó el Oficio N.º 153-98-2005-IN/1703.1, de fecha 15 de setiembre de 2005, emitido por la Dirección de Control de Servicios de Seguridad, Control de Armas, Munición y Explosión de Uso Civil – DISCAMEC, en el que adjuntó el reporte de licencias de usos de armas de fuego de la empresa SENAVISA S.A. en la jurisdicción departamental de Piura, en la cual se advierte que varios de los agentes propuestos tienen licencia de uso de armas por solo dos años de validez, siendo este hecho totalmente discrepante con la copia de las licencias presentadas, donde el tiempo de vigencia establecido es de tres años. Los documentos cuestionados son los siguientes:

	Número de Licencia
	     Plazo de Vigencia

	77395

	 04.12.2002 - 03.12.2005

	128666

	 23.08.2001 - 21.09.2005

	140922

	 21.11.2001 - 29.04.2005

	197471

	 19.07.2002 - 02.02.2005

	200387

	 23.08.2001 - 14.05.2005

	208614

	 29.08.2002 - 04.02.2005

	208617

	 13.08.2001 - 22.04.2005

	251149

	 29.08.2002 - 22.06.2005


8. En virtud a dicha información, y existiendo indicios que durante el desarrollo del proceso de selección la empresa SENAVISA S.A. presentó documentos falsos o inexactos, se emitió el Acuerdo N.º 522/2005.TC-SU, de fecha 07 de diciembre de 2005, que Acordó Abrir Expediente de Aplicación de Sanción contra la empresa SENAVISA S.A.

9. Con escrito de fecha 03 de octubre de 2005, la Entidad reiteró los resultados de la verificación posterior realizada mediante Oficio N.º 918/2005-GRP-PECHP-406000 de fecha 30 de setiembre de 2005.

10. Mediante decreto de fecha 13 de diciembre de 2005, de manera previa al inicio del procedimiento administrativo sancionador, se le requirió a la Entidad a fin que cumpla con remitir, entre otros, informe técnico y/o legal de su asesoría sobre al procedencia y presunta responsabilidad del Postor, y adjuntar copia de los supuestos documentos falsos con los correspondientes antecedentes administrativos.

11. Con escrito de fecha 03 de enero de 2006, la Entidad comunicó a este Colegiado que no cabía pronunciamiento alguno por parte de la Entidad respecto de los hechos denunciados, sino que era una función del Tribunal manifestarse al respecto. Por tal razón, al no haber cumplido con lo solicitado, mediante Decreto de fecha 04 de enero de 2006, se reiteró a la Entidad a fin que cumpla con remitir lo solicitado.

12. Mediante escrito de fecha 20 de enero de 2006, la Entidad cumplió con presentar la información requerida, por tal motivo, mediante Decreto de fecha 23 de enero de 2006, se inició el procedimiento administrativo sancionador contra el postor por presunta responsabilidad en la presentación de documentos falsos o inexactos, durante el desarrollo del Concurso Público Nº 01-2005/GRP-PECHP-40600 para la contratación de empresas de vigilancia y seguridad particular, infracción tipificada en el numeral 9 del artículo 294
 del Reglamento de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado por Decreto Supremo N. 084-2004-PCM, otorgándole al postor el plazo de diez días hábiles para que presente sus descargos, bajo apercibimiento de resolver con la documentación obrante en autos.

13. Con decreto de fecha 28 de febrero de 2006, al no haber cumplido el Postor con presentar sus descargos respectivos, se dispuso remitir el expediente a la Sala Única del Tribunal para que emita pronunciamiento.

14. Mediante Decreto de fecha cuatro de junio de 2007, se dispuso la remisión del expediente administrativo a la Tercera Sala del Tribunal reconformada por Resolución N.º 279-2007-CONSUCODE/PRE de fecha 21 de mayo de 2007, para que resuelva.

15. En función al estado de los actuados, y para un mejor resolver, con decreto de fecha 11 de julio de 2007, se programó la diligencia de Audiencia Pública para el día 19 de julio de 2007. Dicha diligencia no se llevó a cabo por inasistencia de la partes y no se solicitó reprogramación de fecha para el mencionado acto.

16. El 23 de julio de 2007 la Entidad reiteró los argumentos anteriormente comunicados, los cuales son tomados en consideración al momento de resolver.

FUNDAMENTACIÓN:

1. El presente caso está referido a la supuesta responsabilidad de la empresa  SENAVISA S.A. en la presentación de documentos falsos durante el desarrollo del  Concurso Público Nº 01-2005/GRP-PECHP-40600 para la contratación de empresas de vigilancia y seguridad particular, infracción establecida en el numeral 9) del artículo 294 del Reglamento de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado por Decreto Supremo N.º 084-2004-PCM, en adelante el Reglamento, norma vigente durante la ocurrencia de los hechos imputados.
2. Al respecto, el numeral 9) del artículo 294 del Reglamento establece que los postores, proveedores y/o contratistas incurrirán en infracción susceptible de sanción cuando presenten documentos falsos o declaraciones juradas con información inexacta a las Entidades o al CONSUCODE. Dicha infracción se configura con la sola presentación del documento falso, sin que la norma exija otros factores adicionales.
3. Para la configuración de los supuestos de hecho de la norma que contiene la infracción imputada se requiere acreditar la falsedad o inexactitud del documento cuestionado; es decir, que éste no haya sido expedido por el órgano emisor correspondiente, que siendo válidamente expedido haya sido adulterado en su contenido, o que éste sea incongruente con la realidad, produciendo un falseamiento de ésta, a través del quebrantamiento de los Principios de Moralidad y de Presunción de Veracidad, de conformidad con lo establecido en el inciso 1) del artículo 3 del Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado por Decreto Supremo N.° 083-2004-PCM, en lo sucesivo la Ley, en concordancia con lo dispuesto en el numeral 1.7 del Artículo IV del Título Preliminar y el numeral 42.1 del artículo 42 de la Ley del Procedimiento Administrativo General, Ley N.° 27444.
4. En el caso que nos ocupa, la imputación contra el Postor se refiere a la supuesta falsedad de los siguientes documentos, consistente en  ocho Licencias de Posesión y Uso de Armas:

	Número de Licencia
	     Plazo de Vigencia

	77395
	 04.12.2002 - 03.12.2005

	128666
	 23.08.2001 - 21.09.2005

	140922
	 21.11.2001 - 29.04.2005

	197471
	 19.07.2002 - 02.02.2005

	200387
	 23.08.2001 - 14.05.2005

	208614
	 29.08.2002 - 04.02.2005

	208617
	 13.08.2001 - 22.04.2005

	251149
	 29.08.2002 - 22.06.2005


5. En aplicación del Principio de Privilegio de Controles Posteriores, contemplado en el numeral 1.16 del Artículo IV del Título Preliminar de la Ley N.° 27444
,  el Tribunal de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, dispuso que la Entidad realice la verificación posterior de los documentos cuestionados como falsos por la empresa denunciante DEVICEM S.R.L.

Sobre el particular,  con Oficio N.º 153-98-2005-IN/1703.1 de fecha 15 de setiembre de 2005, emitido por la Dirección de Control de Servicios de Seguridad, Control de Armas, Munición y Explosión de Uso Civil – DISCAMEC, se adjuntó el reporte de licencias de usos de armas de fuego de la empresa SENAVISA S.A., mediante el cual se verificó con la Base de Datos proporcionada, que el plazo de vigencia de las constancias cuestionadas, excedían el máximo de tiempo establecido (dos años), situación que permitió desvirtuar el Principio de Presunción de Veracidad
, consagrado en la Ley  N.º 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General.
6. En este sentido, y en función a la información presentada por la DISCAMEC, Entidad competente para autorizar, normar, controlar y evaluar los servicios de seguridad privada para personas naturales y jurídicas, así como las licencias de posesión y uso de armas de fuego; se ha podido acreditar fehacientemente que las citadas licencias son apócrifas; no desvirtuando el Postor lo hasta aquí probado,  siendo este hecho objetivo, prueba suficiente que permite sostener la responsabilidad del Postor.
7. Teniendo en cuenta las consideraciones expuestas,  se determina que el Postor ha incurrido en la causal de infracción tipificada en el numeral 9) del artículo 294 del Reglamento, por lo que corresponde imponerle sanción administrativa.

8. Adicionalmente a ello,  debe indicarse que la infracción cometida por el Postor se encuentra tipificada en el Reglamento, el cual dispone que debe imponerse sanción de inhabilitación para contratar con el estado por un periodo no menor de tres (3) meses ni mayor de un (1) año.
9. En relación a la graduación de la sanción imponible, debe tenerse en cuenta la naturaleza de la infracción y de los documentos apócrifos;  la conducta procesal del infractor, quién pese haber sido debidamente notificado del presente procedimiento para que pueda ejercer su derecho de defensa, no ha formulado los descargos   respectivos, ni se presentó para ejercer su derecho al uso de la palabra en la diligencia de audiencia pública programada oportunamente.

10. Asimismo, se tiene en consideración que el postor no ha sido sancionado administrativamente por este Tribunal y el principio de razonabilidad
  que aconseja que las sanciones no deben ser desproporcionadas y que deben guardar atención con la conducta a reprimir.

Por estos fundamentos, de conformidad con el informe de la Vocal Ponente doctora Janette Elke Ramírez Maynetto, con la intervención de los doctores Juan Carlos Valdivia Huaringa y Carlos Vicente Navas Rondón, atendiendo a la reconformación de la Tercera Sala del Tribunal de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, según lo dispuesto en la Resolución N.º 279-2007-CONSUCODE/PRE de fecha 21 de mayo de 2007, y de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 53, 59 y 61 del Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado por Decreto Supremo N.º 083-2004-PCM, su Reglamento, aprobado por Decreto Supremo N.º 084-2004-PCM, y los artículos 17 y 18 del Reglamento de Organización y Funciones del CONSUCODE, aprobado por Decreto Supremo N.º 054-2007-EF; analizados los antecedentes y luego de agotado el correspondiente debate, por unanimidad;

LA SALA RESUELVE:

1. SANCIONAR a la empresa SENAVISA S.A., con diez (10) meses de inhabilitación temporal para participar en procesos de selección y contratar con el Estado, sanción que entrará en vigencia a partir del cuarto día hábil siguiente de notificada la presente resolución.

2. Poner la presente Resolución en conocimiento de la Subdirección del Registro Nacional de Proveedores del Consejo Superior de Contrataciones y Adquisiciones del Estado (CONSUCODE), para las anotaciones de ley.
3. Poner la presente Resolución en conocimiento de la Presidencia del Consejo Superior de Contrataciones y Adquisiciones del Estado (CONSUCODE), para que en uso de sus atribuciones, adopte las medidas legales correspondientes.

Regístrese, comuníquese y publíquese.

PRESIDENTE

 VOCAL           

                                                                            VOCAL

ss.

Valdivia Huaringa.

Ramírez Maynetto.

Navas Rondón.
� Documento obrante a fojas 62 del expediente administrativo


� Documento obrante a fojas 63 del expediente administrativo


� Documento obrante a fojas 64 del expediente administrativo


� Documento obrante a fojas 65 del expediente administrativo


� Documento obrante a fojas 66 del expediente administrativo


� Documento obrante a fojas 67 del expediente administrativo


� Documento obrante a fojas 68 del expediente administrativo


� Documento obrante a fojas 69 del expediente administrativo


� Artículo 294.- Causales de aplicación de sanción a los proveedores,  postores y contratistas


El Tribunal impondrá la sanción administrativa de inhabilitación temporal o definitiva a los proveedores, participantes,  postores y/o contratistas que:


(…)


9) Presenten documentos falsos o inexactos a las Entidades o al CONSUCODE.


(…)


� � Artículo IV.- Principio del Procedimiento Administrativo 


1.- El procedimiento administrativo se sustenta fundamentalmente en los siguientes principios, sin perjuicio de la vigencia de otros principios generales del derecho administrativo:


(…)


1.16.- Principio de privilegio de controles posteriores.- La tramitación de los procedimientos administrativos se sustentará en l aplicación de la fiscalización posterior, reservándose la autoridad administrativa, el derecho de comprobar la veracidad de la información presentada, el cumplimiento de la normatividad sustantiva y aplicar las sanciones pertinentes en caso que la información presentada no sea veraz.


(…)


� Principio de Presunción de veracidad.-En la tramitación del procedimiento administrativo, se presume que los documentos y declaraciones formuladas por los administrados en la forma prescrita por esta Ley, responden a la verdad de los hechos que ellos afirman. Esta presunción admite prueba en contrario.


� Artículo 230.- Principios de la potestad sancionadora administrativa


La potestad sancionadora de todas las Entidades está regida adicionalmente por los siguientes principios especiales:


(…)


3.- Razonabilidad.- Las autoridades deben de prever que la comisión de la conducta sancionable no resulte más ventajosa para el infractor que cumplir las normas infringidas o asumir la sanción; así como que la determinación de la sanción considere criterios como la existencia de la o no intencionalidad, el perjuicio causado, las circunstancias de la comisión de la infracción y la repetición en la comisión de infracción.
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